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6° Simposio Sobre Legislación Tributaria Argentina

Ciudad Autónoma de Buenos Aires, 10 al 12 de agosto de 2004

Comisión N° 3: “Ley 11.683. Presunciones y Sanciones. Propuesta de modificación”.

PANELISTA: DR. JORGE H. DAMARCO

Los bienes jurídicos protegidos por el Derecho Penal Tributario

1.- El derecho penal tributario estudia  el conjunto de normas que describen los ilícitos fiscales y sus correspondientes sanciones. Las normas que integran su objeto de estudio tienden a la protección de bienes jurídicos.

2.- La expresión “bienes jurídicamente protegidos” comprende todo objeto que interesa a la sociedad, no sólo las cosas y los derechos, sino todos los bienes intangibles que reconoce la dignidad del ser humano. Siempre se trata de  intereses jurídicos relevantes para la sociedad.

Desde un punto de vista material puede afirmarse sin temor a equivocación que es la misma vida social  la que determina los bienes jurídicos susceptibles   de protección penal, pero tampoco puede dudarse que desde el punto de vista formal, lo que la sociedad quiere, en cada momento, queda  reservada  a la interpretación de los congresos, parlamentos y asambleas legislativas.

Es por ello que, con el objetivo de evitar en el futuro la violación de derechos consustanciales a la existencia del ser humano y que han sido desconocidos durante el siglo pasado, en importantes países de Europa,  se desarrolla una corriente de opinión denominada del “constitucionalismo penal” que persigue que los bienes jurídicos que el derecho penal protege estén contenidos en la constitución de los estados, bien que mientras  algunos juristas consideran que ellos deben estar explícitamente mencionados en la propia Constitución, otros estiman que para satisfacer la exigencia es suficiente con que dichos bienes sean compatibles con los valores de la Constitución. La “vida” como bien jurídico después de 1994 está mencionada  explícitamente en la Constitución a raíz de la incorporación de  Pactos internacionales al texto de la Constitución, pero nadie puede dudar que la protección del bien jurídico “vida”, antes de la reforma constitucional de 1994, era perfectamente compatible con los valores de la Constitución Nacional. Esta última orientación, la que considera que el problema se resuelve en una cuestión de compatibilidad o incompatibilidad, es la que actualmente predomina en el derecho europeo.

Esta corriente de pensamiento pretende, además que tanto los miembros de las asambleas constituyentes como de las asambleas legislativas sean designados a partir de un sistema de elección que asegure una auténtica representación popular. De tal modo, se quiere asegurar que la determinación de un bien jurídico penalmente protegido sea lo que la sociedad quiere.

3.- Los penalistas europeos también  nos enseñan que existen bienes jurídicos microsociales y macrosociales y que mientras los primeros son los bienes jurídicos conocidos que fundamentalmente se refieren al hombre como persona y a la administración pública, el patrimonio del estado y la fe pública , los otros son bienes jurídicos que han existido antes que ahora, pero han adquirido una notable relevancia en los últimos cincuenta años. El medio ambiente, el consumo, la competencia,  la Hacienda Pública son bienes macrosociales.

El medio ambiente existió siempre. La vida de los seres humanos se ha desarrollado en contacto con los bienes del reino mineral, animal y vegetal, pero nunca  la naturaleza sufrió una  transformación  como la que, a partir de la segunda mitad del siglo pasado,  provocó  la expansión de las actividades industriales. Expansión que se debió al extraordinario desarrollo de  las ciencias aplicadas y la tecnología  y a la  explotación irracional del suelo por motivos de interés económico. Los desechos industriales y la polución atmosférica como consecuencia de aquellas actividades industriales y  la explotación irracional de la selva del Matto Grosso por razones de carácter económico,  que ya  provocó  la desaparición  de más de ciento veinte especies animales y vegetales,  pusieron sobre la mesa de discusiones al medio ambiente,  porque si  los estados no se  preocupan por poner límites a la realidad descripta, llegará un momento que no será posible la vida sobre la faz de la tierra. Los países reaccionaron y  dictan normas especiales sobre el tema y la preocupación es tan importante que los constituyentes de 1994 incorporaron una previsión expresa en el art. 41 de la Constitución Nacional tendiente a la protección de ese bien jurídico.

Lo mismo podría decirse del consumo. Siempre el consumo existió pero es contemporáneamente que la cuestión se plantea. No se trata de la adquisición de un bien de consumo elaborado artesanalmente por una productor  que vende en un  pueblo o en un barrio y a quién se conoce. No es el rotisero, el panadero o confitero a quién se le encarga la elaboración de una comida. El consumo adopta en nuestros días características desconocidas en otra época. Los individuos compran en un supermercado que pertenece a un fondo de inversión ubicado en un lugar que el consumidor normalmente desconoce, un producto elaborado por un establecimiento que pertenece a otro fondo de inversión que también normalmente se ignora donde está ubicado. Se ha producido una total despersonalización y es por ello que la legislación debe  ocuparse de proteger al consumidor que aparece como un pequeñísimo  grano de arena en el enorme universo de consumidores. Y ha sido tal la preocupación que también los constituyentes de 1994 previeron el dictado de normas protectoras del consumo (art. 42 de la Constitución Nacional). En este sentido, la ley 24240 y sus reformas constituyen mojones importantes en el desarrollo de la protección del consumo. No es todo, pero el comienzo de un camino que deberá recorrerse. En dicha ley  prevén normas sancionatorias por el incumplimiento de los deberes que establece e incluso se consagran algunos supuestos de responsabilidad objetiva por los daños.

La competencia también es otro bien jurídico que requiere protección. La idea de ella desarrollada por la escuela clásica contrasta con una realidad diferente. No estamos ante una situación en que demandantes y oferentes concurren  a un pequeño mercado local. Existen corporaciones internacionales radicadas en distintos países, cuyos presupuestos en algunos casos superan el de setenta y cinco países juntos. Los pequeños productores aparecen por sí mismo débiles frente a esa realidad. En muchas ocasiones, es tal poder que desarrollan que fijan a su libre arbitrio el precio de los productos e imponen las condiciones de entrega y de pago. Es también el estado el que se debe ocupar de facilitar el acceso al mercado,  estimulando la libre concurrencia para modificar esa situación y en su caso establecer normas de protección que eviten la  formación de monopolios y las prácticas de deslealtad económica.

Los procesos de integración permiten juntar fuerzas para limitar y contener el poder de esas corporaciones internacionales y constituyen una alternativa interesante para la solución de los problemas que aquella realidad presenta.

4.- Otro bien jurídico de particular importancia es actualmente la Hacienda Pública. “Hacienda Pública” es una expresión utilizada desde el siglo pasado para denominar las obras que estudian los fenómenos financieros desde el punto de vista económico. Es la nueva denominación de la “Economía Financiera”. Los fenómenos  financieros se estudian desde distintos puntos de vista. La política, la economía, el derecho, la sociología, la administración y la psicología son disciplinas del conocimiento que abordan dichos fenómenos. Sin embargo, la mayoría de las obras que analizaron esos fenómenos son de economía financiera o de derecho financiero. En definitiva, todas las  disciplinas estudian la actividad que desarrolla el estado para obtener y realizar gastos con el fin de satisfacer necesidades públicas. Los recursos públicos y los gastos públicos son los dos grandes capítulos de la actividad financiera del estado. No cabe duda que bajo dicha expresión lo que quiere asegurarse es que el estado perciba los recursos que le corresponde percibir y que no gaste indebidamente dinero. Es en definitiva proteger al estado por el lado de los recursos y por el lado de los gastos. De ahí que se haya dicho que no se protege el “patrimonio” del estado, pues ya está protegido por el código penal, o bien que el código penal protege el patrimonio del estado desde el punto de vista estático, como conjunto de bienes y que la “hacienda pública”, lo protege desde el punto de vista dinámico, como el fluir de los bienes que ingresan y egresan del estado. No es menos cierto que si se profundizara en el desarrollo del concepto y se atendiera al carácter teleológico de la actividad financiera del estado se pondría el acento en los fines de carácter económico y social que persiguen los estados contemporáneos y en el fondo del análisis hallaríamos la solidaridad social, en tanto el estado de nuestros días persigue el desarrollo de la economía y una mejor distribución del ingreso nacional.

5.- Aclarados estos conceptos introductivos debemos pasar revista a las leyes que describen los ilícitos de carácter tributarios para determinar cuáles son los bienes tutelados por el derecho tributario penal.

Las leyes que describen estos ilícitos no son muchas, fundamentalmente la ley 11683, la ley 24769 y el Código Aduanero. La ley de impuestos internos y la ley del  monotributo si bien describen ilícitos, no son diferentes en este punto a la ley 11683.

6.- Las infracciones descriptas por la ley 11683 plantearon diversas cuestiones. Una de ellas, es la determinación de los bienes jurídicos protegidos. 

Los distintos textos de la ley no originaron demasiados problemas. La doctrina y jurisprudencia de los tribunales consideró que la ley tutelaba la “Administración tributaria” y la “Renta fiscal”.

La protección de esos bienes jurídicos origina la distinción de los ilícitos en formales y sustanciales. Los primeros protegen la Administración Tributaria porque sancionan la falta de colaboración con sus funciones de verificación, fiscalización y determinación de los tributos. Se trata del incumplimiento de los deberes de hacer y no hacer establecidos por la legislación para facilitar las mencionadas funciones del organismo recaudador.

En cambio, los ilícitos materiales implican el incumplimiento total o parcial de la obligación jurídica tributaria. Siempre son ilícitos de resultado porque producen perjuicio fiscal. Para su configuración se requiere que no se haya ingresado o se haya ingresado parcialmente el, monto del tributo debido. En otras palabras, siempre  afectan la renta fiscal del estado.

La ley 23314 que incorporó a la ley 11683 la sanción de clausura provocó una reacción generalizada de desaprobación. La doctrina entendió que se trataba de una sanción sumamente rigurosa para la clase de ilícitos que se sancionaban y expuso diversos argumentos en relación a su irrazonabilidad.

Los tribunales de justicia al examinar los planteos de inconstitucionalidad de dicha sanción algunas veces aceptaron los argumentos de la doctrina y , en otros casos, expusieron los suyos propios, para arribar al mismo resultado, la inconstitucionalidad de dicha pena.

Una parte de la doctrina y de los tribunales sostuvieron que los ilícitos a los que se refería la sanción de clausura prevista por el artículo 44 de la ley 11683, comprendían ciertos supuestos que estaban contemplados por el artículo 43 de dicha ley  y que para aplicar la sanción de clausura había que analizar cada hecho en particular. En este sentido, se afirmó que la sanción de multa del artículo 43 debía aplicarse en aquellos casos en que se afectaba la Administración Tributaria. En cambio, para aplicar la sanción  de clausura era necesario que se afectara, de algún modo, el  otro bien jurídico protegido por la ley 11683, la renta fiscal.

En otras palabras, que a través del incumplimiento de los deberes formales podían  afectarse dos bienes jurídicos distintos. El mero incumplimiento de ciertos deberes formales no solo podía dañar la Administración Tributaria, sino que podía afectar, poniéndolo en peligro, un bien jurídico más importante, la renta fiscal.

Ello importó una modificación  de la concepción  tradicional que distinguía los ilícitos formales  e ilícitos materiales y que consideraba que los primeros eran ilícitos de pura acción (u omisión) que no requerían de un resultado. En efecto, la afectación de la “Administración Tributaria” se produce por el mero incumplimiento del deber formal, porque se trata de deberes establecidos como deberes de colaboración con la Administración Tributaria y su incumplimiento es sancionada porque el incumplimiento implica falta de colaboración.  En cambio, la configuración de los segundos, siempre requería una afectación cierta de la renta fiscal. Un perjuicio a la renta fiscal, sea por la falta de ingreso o por haberse ingresado el tributo en un monto inferior al debido. Ahora, en los términos de esta tendencia doctrinal y jurisprudencial, aparecían otros ilícitos, de carácter material , que protegían la renta fiscal, pero que no requerían el daño de ella, sino sólo la posibilidad de que el perjuicio se produjera.

Los tribunales examinaban, en cada caso particular,  si se ponía  en peligro o no la renta fiscal y concluían  afirmando que como ello no ocurría,  debían revocarse las resoluciones del organismo recaudador que aplicaban sanción  de clausura porque esta resultaba inconstitucional por su falta de razonabilidad.

Otros tribunales, sostuvieron una posición distinta. Consideraron que para aplicar la sanción de clausura debía comprobarse que el incumplimiento del deber formal que configurara el ilícito debía impedir  a la Dirección General Impositiva obtener el dato o la información requerida. Pero, señalaban que si por otro medio o de alguna otra forma, el organismo recaudador podía  llegar a conocer el dato u obtener la información , no era posible aplicar la sanción de clausura. Y examinando cada caso particular, concluían afirmando que esos otros medios o formas existían y que, consecuentemente, correspondía revocar las resoluciones que imponían la sanción y que ésta resultaba inconstitucional.

Una tercera opinión, la expuso la juez federal del Neuquén quién consideró que la sanción  resultaba inconstitucional porque significaba la intervención de un órgano estatal en el circuito de producción de los bienes y porque la aplicación de la sanción resultaba contradictoria con el fomento de la producción perseguido por la Constitución Nacional. En este punto, sostenía que ello surgía de la “cláusula del progreso” contenida en el artículo 67 inciso 16 de la Constitución Nacional.

La Corte Suprema de Justicia en la  causa “García Pinto José c. Mickey SA” (sent. del 11-05-91, Impuestos 1991-B-2327), fallada en primera instancia  por la mencionada juez, expuso un criterio distinto y consideró constitucional la sanción de clausura, afirmando que la exigencia de la emisión de facturas –de ello se trataba en dicha causa-, importaba intervenir en el circuito de producción de bienes y servicios y que dicha intervención se realizaba a través de la exigencia de la emisión de facturas, como un modo apto, un instrumento idóneo para medir la capacidad contributiva, tratando de que, en los hechos, se efectivizaran los principios de igualdad y equidad. Para concluir, puntualizó  que aquella intervención  se producía para aproximarse al marco adecuado en el que deben desenvolverse las relaciones económicas y de mercado.

De tal modo, la Corte Suprema de Justicia consideró que la sanción de clausura no aparecía como irrazonable frente al bien jurídico protegido por la norma.

Los términos de la sentencia de ese Alto Tribunal ponen en claro que la ley 11683 protege el mercado, un bien jurídico no advertido antes por la doctrina y la jurisprudencia. Posteriormente, en la causa “Moño Azul SA” (sent. del 14-04-93) el mismo Alto Tribunal dejó aclarado que los bienes jurídicos protegidos por los artículos 43 y 44 de la ley 11683 no eran los mismos porque mientras el artículo 43 sancionaban los incumplimientos de los deberes formales vinculados con la verificación, fiscalización y determinación  de los tributos,  el artículo 44 penaba conductas que a través del cumplimiento de ciertos deberes formales permiten ejerce el debido control del circuito económico en que circulan los bienes.

Más tarde, el Poder Ejecutivo al enviar al Congreso, el proyecto de la que actualmente es la ley 24765, en la Nota que acompaño dicho proyecto expresó que la clausura tiende a proteger la renta fiscal y el mercado.

Si bien la Corte Suprema, en la causa “Povolo”  (sent. del 11-10-2001) consideró que el artículo 44 no sólo protege el mercado sino otros bienes jurídicos como la fiscalización, expresamente, volvió a mencionar al mercado como uno de los bienes jurídicos tutelados por la ley 11683.

La importancia del “mercado”· como bien jurídico protegido cede frente a otros bienes jurídicos más importantes, según lo sostuvo la Corte Suprema de Justicia en la causa “Diario La Nación”, en la que dejó sin efecto la clausura del  sector expedición del diario de la ciudad de Buenos Aires porque afectaba un bien jurídico preciado, como la libertad de prensa que estaba integrada a la forma republicana de gobierno  de  los argentinos, en tanto y en cuanto se privaba al diario de hacer conocer sus opiniones y a los lectores de informarse y conocer la opinión del diario que escogieron para ello.

El Congreso de la Nación al sancionar la ley 25795, incorporó un nuevo artículo a continuación del artículo 40 de la ley 11683,  cuyo texto prescribe:

     “Artículo...: Las sanciones indicadas en el artículo precedente, exceptuando a la de clausura, se aplicará a quienes ocuparen trabajadores en relación de dependencia y no los registraren u declararen con las formalidades exigidas por las leyes respectivas”.

     “La sanción de clausura podrá aplicarse atendiendo a la gravedad del hecho y a la condición de reincidente del infractor”.

     Esta norma incorpora a la administración de la seguridad social nacional  como un nuevo bien jurídico protegido por la ley 11683. Dicho bien jurídico se añade ahora a la tutela que la ley 11683 brinda a  la administración tributaria, la renta fiscal y el mercado.

7.- El código aduanero, en el Libro III, Sección XIX, contiene las disposiciones penales. En dos títulos trata los delitos y las infracciones. El Libro dedicado a los delitos comprende el contrabando y los actos culposos que lo facilitan.

La pregunta acerca de cual es el bien jurídico protegido por el contrabando no parece admitir demasiados inconvenientes. Se ha dicho en innumerables ocasiones que existen muchos bienes jurídicos comprometidos en el contrabando. El trabajo nacional, la industria nacional, la defensa nacional, la salud pública, el patrimonio cultural y artístico de los argentinos, etc. Sin embargo, más allá de la innegable importancia de los bienes mencionados, la lectura de los artículos que describen el ilícito llevan a la conclusión de que el bien jurídico protegido no es otro que el contralor aduanero. Una de las tres funciones asignadas a la Aduana: contralor del tráfico internacional de mercaderías, percepción de tributos y aplicación de un régimen de prohibiciones. El contrabando es siempre una conducta que trata de evitar, eludir, alterar, impedir, etc. el contralor aduanero. Léanse las normas del código aduanero al respecto, de adelante para atrás, de atrás para adelante, comiéncese la lectura por cualquiera otra norma, la conclusión siempre será la misma.

Pero el contralor aduanero no sólo está protegido en el Título de los delitos, también en el de las infracciones. Al respecto, bastaría  con señalar que el contrabando puede ser delito y también una  infracción. La diferencia está dada por el monto de los bienes objeto del contrabando. El delito y la infracción se configuran por la misma conducta. 

A ello debe agregarse que el código aduanero después de describir las infracciones contiene una norma residual (art. 995) que dispone que cuando una conducta no está sancionada en los artículos que  describen las infracciones  pero que afecta o es susceptible de afectar el contralor aduanero dará lugar a la aplicación de una multa.

En otras palabras, el carácter de  bien jurídico tutelado del contralor aduanero no sólo se infiere de las normas relativas al contrabando, sino que el mismo código, de modo expreso, lo menciona.

La misma norma del artículo 995 menciona otro bien jurídico. En efecto, ella dispone que cuando una conducta no está contemplada en los artículos  previos y provoca  o puede producir un perjuicio fiscal será sancionada con  pena de multa.

En otras palabras, el código aduanero protege el bien jurídico “renta fiscal” como lo hace la ley 11683.

Sin embargo no sólo protege la “renta fiscal”. El artículo 954 inciso a) del Código Aduanero sanciona las manifestaciones inexactas que producen o pueden producir un perjuicio fiscal y el artículo 956 aclara que en dicha norma “perjuicio fiscal” no sólo es el dinero dejado de pagar al estado en concepto de tributos sino también  las sumas de dinero percibidas indebidamente en concepto de estímulos a las exportaciones. En síntesis, el artículo 954 inciso a) del Código Aduanero protege al estado por el lado de los recursos y por el lado de los  gastos. El bien jurídico protegido es la “Hacienda Pública”. No debe extrañar que ello sea así, la ley 22415 es de 1981 y la ley 23771, la primera de las leyes penales tributarias y previsionales, es de 1987. El concepto de “Hacienda Pública” alcanzaba difusión y el legislador de la  década conocía perfectamente el desarrollo del derecho comparado.

No son los únicos  bienes jurídicos contemplados en el código. No puede ignorarse que también se sanciona la falta de colaboración con la administración aduanera en el artículo 994. En efecto, como la ley 11683 protege la administración tributaria, el código aduanero protege la administración aduanera.

Lo expuesto no agota los bienes jurídicos contemplados en el Código. El artículo 954, apartado 1, inciso c)  sanciona  las declaraciones  inexactas de las que puedan resultar el ingreso o egreso desde o hacia el exterior de un importe pagado o por pagar distinto del que  efectivamente correspondiere. El origen histórico de la norma indica que se trató de sancionar las operaciones de subfacturación y sobrefacturación. Posteriormente, cuando desapareció en la Argentina el control de cambio, el interrogante planteado  consistía  en precisar si la norma se había tornado inoperante. Así lo creyó la mayoría del Tribunal Fiscal de la Nación en el Plenario recaído en la causa  “YPF SA” (sent. del 23-08-95). No obstante, la opinión disidente, compartida después por la Sala III de la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal fue la que siguió la Corte Suprema de Justicia en los autos “Bunge y Born” (sent. del 11-06-98). Sostuvo el Alto Tribunal que la vigencia del decreto 530/91 no obstaba a que pudiera configurarse la infracción porque la eliminación de la obligatoriedad de ingresar y negociar las divisas en el mercado oficial de cambios no impide que puedan producirse diferencias en los importes pagados o por pagar desde el exterior. En este orden de consideraciones, no puede dejar de señalarse que la Corte Suprema de Justicia, en tal oportunidad, reiteró sus conceptos expresados  en la sentencia recaída en la causa “Subpga”, el 12 de mayo de 1992, en la que puntualizó que el artículo 954 del Código Aduanero da prioridad a la veracidad y exactitud de la declaración aduanera. Se trata de un bien jurídico típicamente aduanero.

En todos los supuestos del mencionado artículo 954 se sancionan declaraciones inexactas y por dicha razón, aquél bien jurídico estaría protegido  en cualesquiera de los tres supuestos previstos por la norma.

Por otra parte, el artículo 994 del Código Aduanero protege también la Administración Aduanera, como la ley 11683, lo hace con la Administración Tributaria, al sancionar con multa la negativa a suministrar informes o documentos que requiera el servicio aduanero, impedir o entorpecer la acción de dicho  servicio y suministrarle informes inexactos o falsos.

8.- La ley 11683, antes del dictado de la ley 23771,  describía ciertos delitos a los que correspondía pena privativa de la libertad. Sin embargo, el bien jurídico protegido por dichas normas no era distinto al de las infracciones materiales de la ley 11683. En efecto, los delitos de defraudación fiscal, insolvencia patrimonial provocada o apropiación indebida  tendían a la protección de la renta fiscal.

Es la ley 23771, la primera ley penal tributaria y previsional, la que introduce en la legislación argentina el bien jurídico “Hacienda Pública”. La ley 23771 constituye, sin duda, uno de peores  textos legislativos de la materia penal. Sin metodología y sin precisión en la descripción de los tipos penales, contuvo delitos de daño peligro concreto y peligro abstracto. Sin embargo, no ofreció  dudas acerca de los bienes jurídicos que pretendió proteger, la Hacienda Pública y las Rentas de la Seguridad Social Nacionales.

Son varias las razones para afirmar que se protegió al Hacienda Pública. En primer lugar porque así lo manifestó expresamente el miembro informante del dictamen de mayoría de la Cámara de Diputados. En segundo termino porque la lectura del antecedente inmediato de dicha ley es el código penal español  que protege el mencionado bien jurídico. En tercer orden, debemos mencionar que las leyes penales tributarias alemana e italiana que constituyen antecedentes mediatos  de la ley  y protegen el mismo bien jurídico. En cuarto lugar, no puede dejar de señalarse que la lectura de los diez primeros artículos permite arribar sin esfuerzo a dicha conclusión. La protección de la Hacienda Pública por el lado de los recursos tenía sin duda como norma más destacada la del artículo segundo que describía  el delito de defraudación fiscal. Y la protección de la Hacienda Pública por el lado de los gastos estaba claramente expuesta en dos figuras de peligro concreto, cuales eran las descriptas por los artículos 4 y 9 de dicha ley.

La ley 24769 que sustituyó a dicha ley, protege la Hacienda Pública Nacional y las Rentas de la Seguridad Social Nacionales. Se trata de una ley con una clara metodología y que ha tratado de superar todos los inconvenientes que la imprecisión en la definición de los tipos penales traía la ley 23771. La protección de la Hacienda Pública no sólo deriva de su antecedente inmediato, sino de la lectura de los seis primeros artículos. Los artículos 1º y 2º que describen la evasión simple y agravada protegen el bien jurídico a través de la protección de los recursos. En cambio,  el 3º, al describir el delito de aprovechamiento indebido de subsidios lo protege por el lado de los gastos. El 4º,  que sanciona como delito de peligro la “obtención  fraudulenta de beneficios fiscales” trata de proteger la “Hacienda Pública”· en su integridad porque el concepto de “beneficio fiscal” en dicha norma no sólo comprende los “beneficios fiscales” enumerados en el artículo 2ª inciso c), sino también los subsidios mencionados en el artículo 3ª de la ley. Por último el artículo 6º, que define el delito de apropiación indebida, lo protege por el lado de los recursos al sancionar al agente de retención  o percepción que habiendo retenido o  percibido los tributos los conservan en su poder después de transcurridos diez días  hábiles administrativos posteriores al vencimiento del termino para ingresar las sumas de dinero percibidas o retenidas.

9.- Para concluir, no podemos dejar de mencionar que los códigos fiscales de provincia adoptaron y adoptan la distinción de ilícitos formales y materiales y que ello conlleva la protección de la “Administración Tributaria Provincial” y la “Renta Fiscal Provincial”. A lo que cabe agregar que, cuando la legislación provincial  establece la sanción de clausura habrá que estar, si se la comparte,  a la doctrina que al respecto elaboró  la Corte Suprema de Justicia de la Nación. Si no se la comparte se sostendrá que los  ilícitos sancionados por el artículo 40 de la ley 11683 (o por las normas provinciales pertinentes) son ilícitos formales agravados y que el bien jurídico protegido es el mismo que protege el artículo 39 (y el correlativo en los códigos fiscales de provincia), ello  es la Administración Tributaria Nacional o Provincial según sea el caso.

10.- El  análisis  de la legislación que describe los ilícitos vinculados con los tributos impone la investigación de cuales son los bienes jurídicos que la legislación protege. No sólo porque metodológicamente aparece como una cuestión esencial y primera para la exposición ordenada de una legislación sancionatoria, sino también porque si no se afecta el  bien jurídico protegido no puede aplicarse la sanción.

